Gilli, Rodolfo O. v. LIBERTAD S.A. -HIPERMERCADO 
Cámara Civil y Comercial Común de San Miguel de Tucumán, sala 1ª 
SSan Miguel de Tucumán, 28 de Abril de 2009.- 

AUTOS Y VISTOS: La causa caratulada "GILLI RODOLFO OSCAR C/ LIBERTAD S.A. -HIPERMERCADO S/ SUMARISIMO (RESIDUAL)" - Expte. N° 2397/07, y 

CONSIDERANDO: 

El Sr. Vocal, AUGUSTO FERNANDO AVILA, dijo: 
A fojas 71/72, la parte demandada interpone recursos de revocatoria con apelación en subsidio en contra del decreto de fecha 30 de noviembre de 2007 (fojas 71/72) y con fundamento en que el actor reclama daños y perjuicios derivados de la adquisición de una computadora, para utilizar o afectar exclusivamente al ejercicio de su profesión, lo cual, conforme lo establece en el art. 2do ley 24240, lo excluye automáticamente de las previsiones de dicha norma y, por ende, también de la posibilidad de que se tramite por el juicio sumarísimo, citando el art. 53 de la misma y el art. 2do del Decreto reglamentario 1798/94. Agrega que el actor no ejerce ninguna de la acciones prescriptas en la ley de defensa del consumidor, siendo inadmisible su invocación al art. 17, puesto que allí se contempla un supuesto de reparación no satisfactoria, lo cual no se da en la especie, ya que el actor resolvió el contrato antes de retirar el producto reparado. Corrido el pertinente traslado de los agravios, la parte actora lo contesta solicitando se desestimen los recursos. Corrido el pertinente traslado del memorial de expresión de agravios, a fojas 80/81, lo contesta la parte actora quien solicita se desestimen los recursos. Mediante sentencia de fecha 08 de julio 2008 (fojas 83), se rechaza el recurso de revocatoria y mediante sentencia aclaratoria de fecha 16 de septiembre de 2008 (fojas 88) se concede el recurso de apelación interpuesto en subsidio. 

Carece de sustento jurídico el agravio consistente en que la adquisición del bien (computadora) lo era para afectarla exclusivamente al ejercicio de la profesión de abogado del actor y, por lo tanto, en virtud del art. 2do ley 24240, quedaría excluído del concepto de consumidor y de la protección de dicha norma. Ello es así porque en virtud de la reforma efectuada por la ley 23631, fue suprimido el segundo párrafo del art. 2 de la ley 24240, que daba el fundamento al mentado agravio. 

También cabe el rechazo del agravio consiste en que el actor no está ejerciendo, en este juicio, ninguna de las acciones de la ley 24240. Ello es así porque sí está prevista la acción en la ley , vemos así que el art. 10 bis, incorporado por ley 24787, reza en lo pertinente: “Incumplimiento de la obligación. El incumplimiento de la oferta o del contrato por el proveedor, salvo caso fortuito o fuerza mayor, faculta al consumidor, a su libre elección a: a) ... b) ... c) Rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado, sin perjuicio de los efectos producidos, considerando la integridad del contrato. Todo ello sin perjuicio de las acciones de daños y perjuicios que correspondan” y esto es lo que pretende el actor en su demanda (fojas 41/46), independientemente de la calificación que posteriormente en definitiva corresponda dar a la acción. 

De todo lo expuesto se concluye que procede no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto en subsidio del de revocatoria, por la parte demandada, en contra del decreto de fecha 30 de noviembre de 2007 (fojas 50) y, en consecuencia confirmar el mismo en cuanto fuera materia de recurso. 

Las costas, dado el resultado obtenido y lo dispuesto por el art. 108 C. P. C. C., se imponen al apelante vencido.- 

El Sr. Vocal, CARLOS MIGUEL IBAÑEZ, dijo: 
Comparto la solución del voto precedente, agregando algunas consideraciones respecto a la calidad de consumidor del actor, que ha sido impugnada por la demandada.- 

Cabe señalar que la ley 24240 ha sido reformada por la ley 26.361, modificándose el concepto de consumidor. 

De conformidad a la nueva redacción, se considera como tal a “toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza bienes o servicios en forma gratuita u onerosa como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social”, incluyéndose en la categoría de consumidor o usuario “a quien sin ser parte de una relación de consumo, como consecuencia o en ocasión de ella adquiere o utiliza bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social, y a quien de cualquier manera está expuesto a una relación de consumo”. 

Por otra parte, la reforma ha eliminado el segundo párrafo del art. 2, que disponía que “no tendrán el carácter de consumidores o usuarios, quienes adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios para integrarlos en proceso de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros”, por lo que la actividad profesional para la cual el actor ha adquirido la computadora, no lo convierte en proveedor, sino que es un adquirente consumidor. 

De allí que lo determinante es que la adquisición por parte del abogado de la computadora lo ha sido como “destinatario final”, “en beneficio propio o de su grupo familiar”, atento a que el ejercicio de su actividad profesional constituye su medio de vida, y no para integrarla en procesos de producción, transformación, comercialización, a la vez que la prestación de servicios a terceros, constituye una circunstancia que ha sido derogada en el nuevo texto legal. 

Por otra parte, este ha sido el criterio imperante en la jurisprudencia, habiéndose resuelto al respecto, en un caso similar al presente, que “resulta aplicable la Ley de Defensa del Consumidor respecto de la adquisición de un automóvil por una persona física ... para ser utilizado como servicio de taxi, ya que la situación de ésta es la de quien adquiere el bien en beneficio propio y de su grupo familiar como único medio de ingreso y subsistencia, donde el hecho de la prestación de servicios a terceros –art- 2, ley 24240- no reviste entidad suficiente para excluirla del carácter de consumidor y por ello del ámbito de dicha ley”. 

Asimismo se ha resuelto que “no resulta extremo controvertido, que la actora adquirió a título oneroso un automotor 0 km con la finalidad de utilizarlo en su propio beneficio, para satisfacer las necesidades de la empresa comercial; en particular la necesidad de traslado de su representante legal y del cuerpo de profesionales para la supervisión de las obras en ejecución. Es decir, como consumidor o destinatario final del bien, sin el propósito de disponer de éste, para a su vez integrarlo en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros. Éste es el alcance protector que emana de los arts. 1 y 2 de la ley 24240, que torna necesario armonizar la expresada finalidad con la calidad de destinatario final...” (cfr. Ley de Defensa del Consumidor, Mosset Iturraspe-Wajntraub, pág. 42, nota 12). 

Por ello, El Tribunal Resuelve: 

I.- NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto en subsidio del de revocatoria, por la parte demandada, en contra del decreto de fecha 30 de noviembre de 2007 (fojas 50) y, en consecuencia, confirmar el mismo en cuanto fuera materia de recurso.- 

II.- COSTAS como se consideran.- 

HAGASE SABER.- 

AUGUSTO FERNANDO AVILA 

CARLOS MIGUEL IBAÑEZ 

Ante mí: 

María Laura Penna.-

